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«Actividades de policía judicial diferentes a actividades de inteligencia

Otro tema que resulta preciso delimitar para definir este caso, es el
relacionado sobre cuáles de las actividades desplegadas por el DAS estaban
amparadas por el ejercicio legítimo de las funciones de la entidad y cuáles
requerían de una orden judicial previa y, en ese sentido, diferenciar las
labores de inteligencia y contrainteligencia de aquellas ejecutadas por la
policía judicial al interior de una investigación penal. Lo anterior, toda vez
que varios de los reproches de la acusación presentada por la Fiscalía
General de la Nación se basan precisamente en que el DAS requería de una
orden judicial previa para adelantar sus indagaciones.

La investigación penal supone una sucesión de actos procesales dirigidos al
recaudo de elementos probatorios útiles para esclarecer conductas
punibles, cuyo acopio corresponde a la policía judicial quien debe actuar
bajo las directrices de un fiscal mediante un programa metodológico preciso,
correspondiéndole a éste, en tratándose de casos regidos por la Ley 906 de
2004, obtener la orden judicial cuando sea necesario realizar
procedimientos que invadan la esfera íntima de las personas, u ordenarlos
directamente, cuando son asuntos regulados por la Ley 600 de 2000, los
cuales claramente describe y regula la ley procesal penal. Mientras que "las
actividades de inteligencia y contrainteligencia se desarrollan por organismos
especializados del Estado del orden nacional, empleando medios humanos o
técnicos para la recolección, procesamiento, análisis y difusión de información
con la finalidad de proteger los derechos humanos, prevenir y combatir
amenazas internas o externas contra la seguridad y defensa nacional,
vigencia del régimen democrático y otros fines”. (CC SC 12 Jul. 2012, rad.
540).

Teniendo en cuenta las finalidades y características entre las actividades de
inteligencia y contrainteligencia y las de policía judicial al interior de
investigaciones penales, la información que se obtenga como resultado de
las primeras no puede ser utilizada con fines probatorios, “por consiguiente,
no son actividades judiciales las que se despliegan por los organismos de
inteligencia y contrainteligencia”. (Ibídem).



Valga aclarar, que lo anterior no significa que los organismos de inteligencia
estén autorizados para realizar todo tipo de actividades para el recaudo, uso
o divulgación de la información, puesto que, cuando quiera que se necesite
adoptar medidas como la interceptación, registro, sustracción de
comunicaciones privadas, o la obtención de datos personales de carácter
privado o reservado, o el registro del domicilio, dichas medidas solo pueden
ser ejecutadas si un juez penal las autoriza, lo cual de acuerdo con la
Constitución y la Ley supone la existencia de por lo menos una indagación
previa por la presunta comisión de un delito bajo la coordinación de un
fiscal. En síntesis: solo una situación de esa naturaleza justificaría la
intervención por parte del Estado y la vulneración necesaria, proporcional y
razonable de derechos fundamentales personalísimos como la intimidad, el
buen nombre y la inviolabilidad del domicilio.

Es decir, las actuaciones antes reseñadas en realidad no pueden ser
consideradas como labores de inteligencia y contrainteligencia, sino que se
enmarcan dentro de la función propia del DAS como órgano de la policía
judicial dentro de un proceso penal, la cual impone el cumplimiento de toda
una serie de requerimientos de orden constitucional (artículo 15 de la Carta
Política) y legal (artículo 17 de la Ley 1621 de 2013) que sobrepasan las
autónomas potestades de los organismos de inteligencia.

En últimas las actividades de inteligencia son de naturaleza preventiva cuya
finalidad es la protección de la seguridad del Estado social de derecho y de
sus instituciones, pero si en el ejercicio de dicha actividad se advierte la
posible comisión de conductas punibles, el órgano de inteligencia pasa a
actuar como policía judicial bajo la estricta dirección del ente persecutor del
delito, esto es, la Fiscalía General de la Nación».
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